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PETICIÓN / REVOCA / CONCEDE - En este asunto se advierte que no obstante que el señor JHON FREDY QUINTERO LASERNA pidió nuevamente la protección del derecho de acceso a la administración de justicia, lo que ya había sido decidido en tutela anterior, realizó una exigencia adicional, con miras a lograr la  protección del derecho de petición que elevó ante la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda, en mayo 26 de 2017, por medio de la cual pidió la asignación de defensores del programa de víctimas, como un “ingrediente nuevo” de esa primera acción constitucional, lo cual es: “algo secundario, accesorio, que se llegó a ello por no haberse resuelto la PRETENSIÓN INICIAL”, toda vez que para él lo realmente importante y lo que motivó la interposición de dos acciones constitucionales, es lo relativo a las demandas ante el juez contencioso contra las Fiscalías 23 y 34 CAVIF por silencio administrativo negativo, como así lo refirió en su impugnación.

Fue precisamente tal circunstancia la que lo motivó a estar en desacuerdo con el fallo adoptado por el a quo, por cuanto éste enfatizó su decisión en relación con el derecho de petición, lo cual era accesorio a lo realmente reclamado por él, y no obstante que tal situación podría configurar temeridad por parte del actor al pretender que en esta nueva acción de tutela se reviva el estudio de una situación que ya había sido previamente zanjada por otro juez constitucional -Juzgado Tercero de Ejecución de Penas de Pereira-, estima la Sala que el actor habría podido incurrir en tal temeridad, de haber solicitado en esta segunda tutela, la protección exclusiva de ese derecho que fue objeto de estudio en una primigenia ocasión, pero lo que acá se observa es que lo hizo de forma adicional y por cuanto en su sentir la Defensoría no había cumplido lo que le había prometido, en relación con la interposición de la demanda administrativa que en ese momento exigió.  

Ahora bien, en cuanto al derecho de petición que también reclama el actor,  habida cuenta que por parte de la Defensoría del Pueblo no se le ha respondido la solicitud de fecha mayo 26 de 2017, la Corte Constitucional  ha predicado que cuando se trata de proteger tal garantía, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por el quebrantamiento a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo.

(…)

En el caso objeto de estudio, se consideró por parte del juzgado de primer nivel que la exigencia del actor para que se le designaran abogados de la Defensoría del programa de Víctimas, con miras a que representaran a su hijo menor S.Q.M., con ocasión de las investigaciones que por la conducta de violencia intrafamiliar se llevan a cabo ante las Fiscalías 23 y 34 CAVIF,  se había cumplido por cuanto para ello fueron destacados los Defensores CONSUELO RAMÍREZ ARCILA,  HÉCTOR JULIO CONTRERAS  y JAIRO VILLA, y por ende no puede estimarse afectado el derecho de petición cuando se atiende de fondo el asunto, independientemente del sentido de la respuesta.

En efecto de la información que se suministró por parte de la Defensoría del Pueblo se evidencia que los mencionados abogados fueron designados para que representen en calidad de apoderados de víctima al menor S.Q.M., en las fiscalías ya aludidas, pero de conformidad con lo argumentado por el impugnante y revisada la actuación en su integridad, no encuentra la Sala que la Defensoría haya dado respuesta alguna al actor frente a lo pedido desde mayo 26 de 2017.

Y es que no bastaba que la Defensoría le comunicara al juez constitucional que ya había respondido lo pedido por el actor, de lo cual ninguna comunicación se arrimó al respecto, y si bien de manera tácita dicha entidad cumplió con los requerimientos efectuados, de ello nada se le informó al señor QUINTERO LASERNA dentro del término de ley con el que se contaba, máxime que ante la designación de los Defensores Públicos tan solo se enteró el accionante, por lo plasmado en el fallo constitucional, y en ese sentido se aprecia que por parte de la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda se vulneró el derecho fundamental de petición elevado por el señor JHON FREDY QUINTERO LASERNA en mayo 26 de 2017, al no acatarse una de las exigencias a que alude la jurisprudencia constitucional para considerarse como observado tal prerrogativa, esto es el haberle comunicado en debida forma al solicitante lo decidido en relación con su pedimento.

Dicha circunstancia conlleva predicar, sin lugar a dudas, y contrario a lo expresado por el funcionario de primer nivel, que era imperiosa la protección del derecho de petición que le fuera vulnerado al señor JHON FREDY QUINTERO LASERNA, al no indicarle qué abogados fueron destacados para representar a su pequeño hijo en los procesos que se tramitan en las Fiscalías 23 y 34 CAVIF, como tampoco se le ha comunicado si procede para él la designación de un defensor, ya que en su sentir también ostenta la calidad de víctima. Situación ésta última de mayor complejidad en cuanto el accionante ya ostenta la condición de abogado  (para la fecha de interposición de la segunda tutela) y en principio estaría habilitado para litigar en causa propia, con mayor razón al no tenerse noticia que posea la condición de servidor púbico.  
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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el señor JHON FREDY QUINTERO LASERNA, contra la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado, Itinerante de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela formulada contra la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda. 
2.- DEMANDA 

La información suministrada por el señor QUINTERO LASERNA, se puede sintetizar de la siguiente manera: (i) en mayo 17 de 2017 presentó tutela contra la Defensoría del Pueblo de Pereira, para que se le protegiera su derecho de acceso a la administración de justicia, con miras a que se elaborara y presentara demanda ante el juez contencioso administrativo contra las Fiscalías 23 y 34 CAVIF, por silencio administrativo negativo al no darle respuesta a las peticiones que les elevó en noviembre 25 de 2013, febrero 18 de 2016 y marzo 2 de 2016; (ii) en mayo 27 de 2017, previa citación, concurrió a la Defensoría de Pereira y en esa misma fecha se hizo nueva petición dirigida al Coordinador Número 4 Programa de Víctimas, el cual a la fecha no ha respondido; (iii) en junio 2 de 2017 le fue notificado el fallo de tutela proferido por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas, donde se le negaron sus pretensiones por hecho superado; (iv) la documentación que sustenta sus dichos reposa en manos de la abogada de la Defensoría del Pueblo Dra. MÓNICA LILIANA GARCÍA ACOSTA, y fue así que en julio 25 de 2017 fue citado a la Defensoría del Pueblo donde se le entregó un documento que se denomina “concepto jurídico”, que nada tiene que ver con la tutela presentada, ni lo prometido en la Defensoría; y (v) ha sido engañado por la Defensoría, como también lo hicieron con el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas, pues dicha entidad ya se había comprometido a la elaboración de una demanda que nunca efectuaron, con lo cual conculcaron en esa oportunidad el derecho de acceso a la administración de justicia y ahora la petición arrimada en mayo 26 de 2017.

Pide en consecuencia lo siguiente: (i) que se le ordene a la parte accionada se le reconozca el derecho que le asistió en aquel tiempo de acceder a la administración de justicia y que en 48 horas cumpla lo prometido, conforme al principio de la buena fe y confianza legítima, asuma con cuidado y diligencia la elaboración de las demandas ante el Juez Contencioso Administrativo  contra las Fiscalías 23 y 34 CAVIF por silencio administrativo negativo, a raíz de no dar respuesta a las peticiones de noviembre 25 de 2013, febrero 18 de 2016 y mayo 2 de 2016; (ii) se ordene a la Defensoría responder a la solicitud de asignar Defensores Públicos del Programa de Víctimas, la que a la fecha no se ha respondido.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la demanda de tutela el juez de primer nivel corrió traslado a la Defensora del Pueblo, Regional Risaralda, quien en punto de los hechos objeto de esta acción constitucional informó lo siguiente:

(i) la petición de fecha mayo 26 de 2017 fue presentada ante la Unidad de Víctimas y no es cierto que nunca haya sido respondida, ya que la solicitud fue asignada a la Defensora Pública CONSUELO RAMÍREZ ARCILA, a favor del menor S.Q.M. como víctima de violencia intrafamiliar, cuya denuncia reposa en la Fiscalía 34 CAIVAS, radicado al N° 36201500171; (ii) la referida profesional anexó informe de actuaciones, y en ese preciso asunto se fijó para mayo 10 de 2018 como fecha para llevar a cabo audiencia pública ante el Juzgado 2° de Conocimiento, a la cual asistirá la abogada designada; (iii) en cuanto al nombramiento de abogado de víctimas en el proceso tramitado en la Fiscalía 23, de los dos que allí se adelanta, en uno fue asignado el Dr. JAIRO VILLA y el otro se realizó mediante acta de noviembre 14 de 2017 -HÉCTOR JULIO CONTRERAS-; (iv) en escrito de julio 25 de 2017 la abogada MÓNICA LILIANA GARCÍA ACOSTA da cuenta del estudio realizado y se concluye que revisadas las pruebas aportadas y fundamentos jurídicos, no se reúne el material suficiente para formular la demanda y se le explica al tutelante la improcedencia de la petición de presentación de demanda de reparación directa; (v) según el acta de derechos y obligaciones que suscribió el actor, este aceptó que el Defensor Público no está obligado a tramitar instancias, presentar solicitudes o tramitar gestiones que se opongan a los fundamentos jurídicos y a la estrategia jurídica diseñada en el proceso, o igualmente, por no haber allegado los documentos o copias necesarias para la defensa de sus derechos, explicaciones estas que se le dieron al actor por tres abogados del programa administrativo, debiéndose tener en cuenta que el accionante es abogado; (vi) en ningún momento la Defensoría ha engañado al Juez de tutela ni al usuario; (vii) como ocurrió con la primera tutela, pide se declare un hecho superado, al haberse realizado el nombramiento de defensores públicos en los programas administrativo y víctimas; (viii) no es viable adelantar proceso de reparación directa por la Defensoría, lo cual es improcedente por tratarse de asuntos de carácter patrimonial, y (ix) en cuanto al programa de víctimas en los procesos tramitados ante las Fiscalías 23 y 34 el menor S.Q.M. cuenta con los defensores públicos CONSUELO RAMÍREZ ARCILA y JAIRO VILLA.

3.2- Agotado el procedimiento a seguir en sentencia de noviembre 14 de 2017 y dentro del término constitucional, el juzgado de instancia profirió sentencia en la que se abstuvo de amparar los derechos reclamados por cuanto se acreditó que la Defensoría del Pueblo dio respuesta de fondo a la petición del actor, respecto de la solicitud de adelantar demanda de reparación directa ante la jurisdicción contencioso administrativa y que actualmente los intereses de su menor hijo están representados  por abogados de esa Defensoría, por lo cual no puede predicarse que dicha entidad trasgredió el derecho fundamental de petición.

4.- IMPUGNACIÓN

Inconforme con la decisión adoptada el señor JHON FREDY QUINTERO interpuso recurso en el cual señala lo siguiente: (i) lo que pretende desde la génesis de la tutela es que el juez ordene a la Defensoría del Pueblo, lo que ya había pedido en otra acción constitucional anterior, esto es el derecho de acceso a la administración de justicia, para que dentro del término de 48 horas elaboren y presenten demandas ante el Juez Contencioso Administrativo contra las Fiscalías 23 y 34 CAVIF por silencio administrativo negativo por no repuesta a las peticiones de noviembre 25 de 2013, febrero 18 de 2016 y mayo 2 de 2016, la cual se comprometió a resolver la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda, pero no cumplió; (ii) en la segunda tutela se incluye un ingrediente nuevo como es el derecho de petición fechado mayo 26 de 2017, al cual no se ha dado respuesta y en el que requirió que además de ordenar a la accionada el derecho que le asistió en aquél tiempo de acceder a la administración de justicia para la elaboración y presentación de demandas ante el Juez Contencioso Administrativo, también se le ordenara responder a la solicitud de asignación de defensores del programa de víctimas, la cual no ha realizado; (iii) existe incongruencia entre lo pedido y lo respondido por el a quo, pues la sustentación de la sentencia nada tiene que ver con el verdadero objeto de la acción, pues se enfocó en resolver la conculcación del derecho de petición, cuando ello ha sido algo secundario y a lo que se llegó por no resolverse la pretensión inicial que ha motivado las dos tutelas, esto es que  formulen las demandas ante el Juez Contencioso contra las Fiscalías 23 y 34 CAVIF por silencio administrativo negativo; (iv) el a quo expresa que el actor lo que reclama es el nombramiento de un defensor del programa de víctimas, lo cual es accesorio, ya que él es la víctima y el juez no estudio lo verdaderamente sustancial, es decir el objeto de la acción que es la petición de demanda por silencio administrativo negativo; (v) se pregunta, dónde está la comunicación o mensaje de datos donde se le informó y se le respondió de manera eficaz y de fondo a la petición elevada? Y la respuesta es sencilla, no existe, al no habérsele entregado la misma; (vi) jamás ha pedido que se adelante proceso de reparación directa, pues en las dos acciones de tutela lo que se ha pedido, y lo cual los profesionales de la Defensoría y el Juez no ha entendido, es la demanda por silencio administrativo negativo y no de reparación directa, lo que convierte el argumento del a quo en improcedente e incongruente.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado, Itinerante de esta ciudad, de acuerdo con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en la sentencia impugnada, en cuanto negó el amparo del derecho de petición reclamado por el señor JHON FREDY QUINTERO LASERNA. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola, como se entiende de la petición del actor. Igualmente se establecerá si se presenta temeridad en la interposición de dos tutelas por hechos similares.
5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En este caso, el señor JHON FREDY QUINTERO LASERNA concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr la protección de sus derechos de acceso a la administración de justicia y de petición, mismos que considera  vulnerados por parte de la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda.

Con antelación a ingresar en el estudio de la situación objeto de controversia y de la información que suministró el actor al momento de interponer la acción constitucional, y reiterado al instante de impugnar el fallo que le fue desfavorable, observa la Sala con meridiana claridad, que esta es la segunda acción constitucional en la cual el señor QUINTERO LASERNA pide la protección de su derecho al acceso a la administración de justicia.
Y sobre ello no hay duda alguna, por cuanto de lo narrado en el escrito de tutela y los anexos aportados por el actor, se desprende que en efecto por escrito de mayo 17 de 2017
 presentó tutela contra la Defensoría, en la cual como pretensión única pedía al juez constitucional: “disponer y ordenar a las partes accionadas y a favor del suscrito, el DERECHO que me asiste de ACCEDER A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA por lo tanto se ordene a la DEFENSORÍA DEL PUEBLO sede Pereira, que en un término de 48 horas asuma con diligencia y cuidado la elaboración y presentación de las demandas que corresponden por ley ante el JUEZ CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO y en contra de la FISCALÍA 23 CAVIF y contra la FISCALÍA 34 CAVIF por SILENCIO ADMINISTRATIVO NEGATIVO, debido a la NO RESPUESTA a los DERECHOS DE PETICIÓN de fecha 25 de noviembre de 2013, 18 de febrero de 2106 (sic) y 02 de mayo de 2016 de acuerdo a la ley sustancial”.
Dicha tutela correspondió en su oportunidad al Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, bajo radicación 2017-35804, el cual mediante sentencia de mayo 31 de 2017 negó lo reclamado por el actor por tratarse de un hecho superado, frente a lo cual no se interpuso recurso alguno.

Y a la hora de ahora, nuevamente el señor JHON FREDY QUINTERO, además de pedir que la Defensoría dé respuesta a la petición elevada en noviembre 7 de 2017 para la asignación de Defensores Públicos del programa de víctimas,  solicita  “disponer y ordenar a la parte accionada y a favor del suscrito, el DERECHO que le asistió en AQUEL TIEMPO de ACCEDER A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA, por lo tanto se ordene a la DEFENSORÍA DEL PUEBLO REGIONAL RISARALDA que en un término de 48 horas CUMPLA LO PROMETIDO de acuerdo al principio de la BUENA FE y de la CONFIANZA LEGÍTIMA y asuma con diligencia y cuidado la elaboración y presentación de las  demandas que corresponden por ley ante el JUEZ CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO y en contra de la FISCALÍA 23 CAVIF y contra la FISCALÍA 34 CAVIF por SILENCIO ADMINISTRATIVO NEGATIVO, debido a la NO RESPUESTA a los DERECHOS DE PETICIÓN de fecha 25 de noviembre de 2013, 18 de febrero de 2016 y 02 de mayo de 2016 de acuerdo a la ley sustancial”, evidenciándose, salvo algunos pequeños aditamentos, que se trata de la misma petición que ya fue objeto de estudio constitucional. 
El Decreto 2591/91 en su artículo 38 establece: “cuando sin motivo expresamente justificado, la misma acción de tutela sea presentada por la misma persona o su representante ante varios jueces o tribunales, se rechazarán o decidirán desfavorablemente todas las solicitudes. El abogado que promoviere la presentación de varias acciones de tutela respecto de los mismos hechos y derechos, será sancionado con la suspensión de la tarjeta profesional al menos por dos años. En caso de reincidencia, se le cancelará su tarjeta profesional, sin perjuicio de las demás sanciones a las que haya lugar”. De la disposición en cita se extrae que si no se logra identificar ese motivo expresamente justificado, la acción está llamada a fracasar y trae consigo las consecuencias que la ley prevé.
A pesar de lo anterior, es factible que en un momento dado se pueda instaurar una acción de tutela con base en hechos y pretensiones que ya fueron expuestas en otro trámite pero con diferente óptica, o cuando a pesar de compartirse unos mismos presupuestos fácticos, se plantea una reclamación diferente. 

Acerca de esta materia, la máxima guardiana de la Constitución en Colombia, mediante sentencia T-526/08, así se pronunció:

“[…] 5.1.  Inexistencia de temeridad en la acción de tutela. 

[…] La Corte ha señalado que para la configuración de una actuación temeraria deben presentarse los siguientes elementos: (i) Identidad de partes; (ii) identidad de causa petendi; (iii) identidad de objeto; (iv) sin motivo expresamente justificado, evento en el cual es procedente rechazar o decidir desfavorablemente la solicitud o declarar la improcedencia de la acción e imponer las sanciones correspondientes.   

No obstante lo anterior, esta Corporación  también ha manifestado, que  a pesar de confluir los elementos de identidad de partes, de causa pretendi y de objeto en acciones de tutela, no se configuraría la temeridad si se deriva de las siguientes situaciones: (i) las condiciones del actor que lo coloca en estado de ignorancia o de especial vulnerabilidad o indefensión en que actúa por miedo insuperable o la necesidad extrema de defender sus derechos; (ii) asesoramiento equivocado de los profesionales del derecho; (iii) nuevos eventos que aparecen con posterioridad  a la acción o que se omitieron en el trámite de la misma u otra situación que no se hubiera tomado en cuenta para decidir la tutela anterior que involucra la necesidad de protección de los derechos; y (iv) en la presentación de una nueva acción ante la existencia de una sentencia de unificación de la Corte Constitucional.
                

Dentro del marco anterior, y sin perjuicio de que puedan presentarse otras situaciones, el juez constitucional debe valorar en cada caso sus singularidades, partiendo de la presunción de buena fe de la actuación de los particulares ante la administración de justicia […]

[…] De todas maneras esta excepción encuentra justificación igualmente en la invocación de la acción de tutela como un mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable […]” -negrillas fuera de texto-

En este asunto se advierte que no obstante que el señor JHON FREDY QUINTERO LASERNA pidió nuevamente la protección del derecho de acceso a la administración de justicia, lo que ya había sido decidido en tutela anterior, realizó una exigencia adicional, con miras a lograr la  protección del derecho de petición que elevó ante la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda, en mayo 26 de 2017, por medio de la cual pidió la asignación de defensores del programa de víctimas, como un “ingrediente nuevo” de esa primera acción constitucional, lo cual es: “algo secundario, accesorio, que se llegó a ello por no haberse resuelto la PRETENSIÓN INICIAL”, toda vez que para él lo realmente importante y lo que motivó la interposición de dos acciones constitucionales, es lo relativo a las demandas ante el juez contencioso contra las Fiscalías 23 y 34 CAVIF por silencio administrativo negativo, como así lo refirió en su impugnación.
Fue precisamente tal circunstancia la que lo motivó a estar en desacuerdo con el fallo adoptado por el a quo, por cuanto éste enfatizó su decisión en relación con el derecho de petición, lo cual era accesorio a lo realmente reclamado por él, y no obstante que tal situación podría configurar temeridad por parte del actor al pretender que en esta nueva acción de tutela se reviva el estudio de una situación que ya había sido previamente zanjada por otro juez constitucional -Juzgado Tercero de Ejecución de Penas de Pereira-, estima la Sala que el actor habría podido incurrir en tal temeridad, de haber solicitado en esta segunda tutela, la protección exclusiva de ese derecho que fue objeto de estudio en una primigenia ocasión, pero lo que acá se observa es que lo hizo de forma adicional y por cuanto en su sentir la Defensoría no había cumplido lo que le había prometido, en relación con la interposición de la demanda administrativa que en ese momento exigió.  
Ahora bien, en cuanto al derecho de petición que también reclama el actor,  habida cuenta que por parte de la Defensoría del Pueblo no se le ha respondido la solicitud de fecha mayo 26 de 2017, la Corte Constitucional
 ha predicado que cuando se trata de proteger tal garantía, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por el quebrantamiento a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo.

El derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que responda de manera negativa o positiva respecto del interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión así producida, y ser debidamente comunicado al peticionario. 

En cuanto a este tópico, existen lineamientos generales trazados por la Corte Constitucional en lo que hace con el derecho de petición, por ejemplo, en la sentencia T-043/09 se dijo:

“[…] La respuesta al derecho de petición debe ser de fondo, oportuna, congruente y tener notificación efectiva. Reiteración de jurisprudencia. 

Esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorablemente a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole al solicitante. Entonces, si emitida la contestación por el ente requerido, falla alguno de los tres presupuestos finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental.[…]”
La ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone: ”Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Igualmente, el canon 14 de la referida normativa y en relación con el plazo para dar respuesta a las peticiones, expresa: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción […]”

En el caso objeto de estudio, se consideró por parte del juzgado de primer nivel que la exigencia del actor para que se le designaran abogados de la Defensoría del programa de Víctimas, con miras a que representaran a su hijo menor S.Q.M., con ocasión de las investigaciones que por la conducta de violencia intrafamiliar se llevan a cabo ante las Fiscalías 23 y 34 CAVIF,  se había cumplido por cuanto para ello fueron destacados los Defensores CONSUELO RAMÍREZ ARCILA,  HÉCTOR JULIO CONTRERAS  y JAIRO VILLA, y por ende no puede estimarse afectado el derecho de petición cuando se atiende de fondo el asunto, independientemente del sentido de la respuesta.

En efecto de la información que se suministró por parte de la Defensoría del Pueblo se evidencia que los mencionados abogados fueron designados para que representen en calidad de apoderados de víctima al menor S.Q.M., en las fiscalías ya aludidas, pero de conformidad con lo argumentado por el impugnante y revisada la actuación en su integridad, no encuentra la Sala que la Defensoría haya dado respuesta alguna al actor frente a lo pedido desde mayo 26 de 2017.

Y es que no bastaba que la Defensoría le comunicara al juez constitucional que ya había respondido lo pedido por el actor, de lo cual ninguna comunicación se arrimó al respecto, y si bien de manera tácita dicha entidad cumplió con los requerimientos efectuados, de ello nada se le informó al señor QUINTERO LASERNA dentro del término de ley con el que se contaba, máxime que ante la designación de los Defensores Públicos tan solo se enteró el accionante, por lo plasmado en el fallo constitucional, y en ese sentido se aprecia que por parte de la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda se vulneró el derecho fundamental de petición elevado por el señor JHON FREDY QUINTERO LASERNA en mayo 26 de 2017, al no acatarse una de las exigencias a que alude la jurisprudencia constitucional para considerarse como observado tal prerrogativa, esto es el haberle comunicado en debida forma al solicitante lo decidido en relación con su pedimento.

Dicha circunstancia conlleva predicar, sin lugar a dudas, y contrario a lo expresado por el funcionario de primer nivel, que era imperiosa la protección del derecho de petición que le fuera vulnerado al señor JHON FREDY QUINTERO LASERNA, al no indicarle qué abogados fueron destacados para representar a su pequeño hijo en los procesos que se tramitan en las Fiscalías 23 y 34 CAVIF, como tampoco se le ha comunicado si procede para él la designación de un defensor, ya que en su sentir también ostenta la calidad de víctima. Situación ésta última de mayor complejidad en cuanto el accionante ya ostenta la condición de abogado
 (para la fecha de interposición de la segunda tutela) y en principio estaría habilitado para litigar en causa propia, con mayor razón al no tenerse noticia que posea la condición de servidor púbico.  
Así las cosas, la Colegiatura revocará la providencia adoptada por el a quo, para tutelar el derecho de petición que le fue vulnerado al señor JHON FREDY QUINTERO LASERNA por parte de la Defensoría del Pueblo, Regional Risaralda, y, en consecuencia, le ordenará a dicha entidad que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de este fallo, de no haber obrado así con antelación, proceda a dar respuesta de fondo, de manera clara y precisa a la solicitud que elevó el actor en mayo 26 de 2017.

6.- DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE REVOCA la sentencia de tutela dictada por el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado, Itinerante de Pereira (Rda.), y en consecuencia SE TUTELA el derecho fundamental de petición de que es titular el señor JHON FREDY QUINTERO LASERNA.

SEGUNDO: SE ORDENA a la Defensora del Pueblo, Regional Risaralda, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas hábiles siguientes a la notificación de esta sentencia y de no haber obrado en tal sentido con antelación,  proceda a dar respuesta de fondo, de manera clara y precisa a la solicitud elevada por el señor QUINTERO LASERNA en mayo 26 de 2017.
TERCERO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,
WILSON FREDY LÓPEZ
� Ver folios 7 y ss..


� Se pueden consultar las sentencias T- 567 de 2007, Clara Inés Vargas Hernández; T- 362 de 2007, M.P. Jaime Araujo Rentaría; T-o87 de 2007, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa; T- 1022 de 2006, M.P. Jaime Córdoba Triviño; T-433 de 2006, M.P. Humberto Antonio Sierra Porto.    


� Sentencia T-149/13.


� Al consultar el Registro Nacional de abogados, se halló que en efecto el señor JHON FREDY QUINTERO LASERNA, con cédula 10.135.486, ostenta la calidad de abogado, y al mismo se le expidió la tarjeta profesional 293527 expedida en julio 27 de 2017. Ver folio 4 Cuaderno del Tribunal.    
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